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INFORME DEL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS PENAL Y PROCESAL PENAL, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA VALIDEZ DE LAS SENTENCIAS CONDENATORIAS EXTRANJERAS COMO FUNDAMENTO DE LA AGRAVANTE DE REINCIDENCIA Y HABILITAR AL MINISTERIO PÚBLICO PARA REQUERIR COOPERACIÓN Y ASISTENCIA INTERNACIONAL.

Boletines Nºs 15.262-07  y  15.892-07. (Refundidos).
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS: 


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en adelante “la Comision”, viene a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley que contiene el texto refundido de las siguientes iniciativas legales:

1.- Boletín N° 15.262-07. Proyecto de ley, iniciado en moción de los diputados Jorge Alessandri, José Miguel Castro, Andrés Celis, Sofía Cid, Camila Flores, Andrés Longton (autor), Ximena Ossandón, Luis Sánchez, y Francisco Undurraga que Modifica el Código Penal para considerar la condena en país extranjero como factor de reincidencia y dispone la cancelación de la carta de nacionalización como pena de crimen. Esta iniciativa fue ingresada a tramitación legislativa el 8 de agosto de 2022.

2.- Boletín N° 15.892-07. Proyecto de ley, iniciado en mensaje de su excelencia el Presidente de la República que Modifica los Códigos Penal y Procesal Penal, con el objeto de establecer la validez de las sentencias condenatorias extranjeras como fundamento de la agravante de reincidencia y habilitar al Ministerio Público para requerir cooperación y asistencia internacional. Esta iniciativa fue ingresada a tramitación legislativa  el 9 de mayo de 2023.

Por acuerdo de la Cámara de fecha 5 de junio de 2023 se accedió a refundir proyectos antes mencionados, en conformidad a lo establecido en el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Luego, tras consulta formulada por la Cámara de Diputados a S.E. el Presidente de la República acerca de su parecer para refundir y, en consecuencia, tratar conjuntamente la iniciativas ya referidas, respondió por oficio N° 951 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de fecha 13 de junio de 2023, manifestando su oposición a la fusión consultada, indicando (...) que se estima preferible dar un tratamiento separado a ambas inicitativas que permita un adecuado estudio, por excedcer las materias regulativas incluídas en la mocion boletín 15.262-07 aquellas ideas contenidas en el proyecto de ley iniciado por mensaje. (sic).


Se hace presente que las iniciativas refundidas están con urgencia Suma (15 días corridos para su despacho por la Corporación), con vencimiento el 29 de junio de 2023.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.-  Ideas matrices o fundamentales de las iniciativas refundidas.


Las ideas matrices que infundan las iniciativas legislativas refundidas son los siguientes:

· Boletín N° 10.453-17. Incluir en las agravantes penales referidas a la “reincidencia” las sentencias dictadas por tribunales extranjeros aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida. Se agrega, además, una pena de crimen, nueva, de cancelación de nacionalización.

· Boletín N° 15.892-07. Incluir en las agravantes penales referidas a la “reincidencia” las sentencias dictadas por tribunales extranjeros aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, facultando para ello al Ministerio Público para requerir de las autoridades extranjeras competentes la información necesaria para configurar la agravante señalada, la que estará exenta del trámite de la apostilla.

2.- Normas de carácter orgánico constitucional o de quorum calificado.

No existen normas de carácter orgánico constitucional, ni de quórum calificado.

4.- Trámite de Hacienda.

A juicio de la Comisión los proyectos fusionados no contienen disposiciones que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 226 del Reglamento de la Cámara de Diputados, deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

5.- Aprobación en general del proyecto.

La iniciativa boletín 15.892-07, en sesión 100ª de fecha 30 de mayo de 2023, fue aprobada por unanimidad de los diputados presentes. (7 votos a favor). Votaron los (as) diputados (as) señores (as) Raúl Leiva (Presidente), Gustavo Benavente, Karol Cariola, Camila Flores, Pamela Jiles, Luis Fernando Sánchez y Leonardo Soto.


La iniciativa boletín 15.262-07, en sesión 105ª de fecha 13 de junio de 2023, fue aprobada por unanimidad de los diputados presentes. (7 votos a favor). Votaron los (as) diputados (as) señores (as) Raúl Leiva (Presidente), Marcos Ilabaca, Camila Flores, Andrés Longton, Luis Sánchez, Leonardo Soto y Gonzalo Winter.


En ambas votaciones no hubo abstenciones ni inhabilitados.

6.- Síntesis de las opiniones de los diputados cuyo voto fue disidente del acuerdo adoptado en la votación general del proyecto.

Las iniciativas fueron aprobadas en general por unanimidad de los diputados presentes, de modo que no hubo opiniones disidentes. 

7.- Artículos e indicaciones rechazados por la Comisión.

Dejo constancia que no hubo artículos rechazados.


Dejo constancia que se rechazó la siguiente indicación:

- Del diputado Gustavo Benavente. En el artículo 1° del proyecto de ley, para sustituir la frase “Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia cuando se trate de delitos de carácter político o de delitos comunes perseguidos con una finalidad política, ni podrá fundarse en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos” por “Sin embargo, la reincidencia no podrá fundarse en aquellas penas que la ley impida tomar en cuenta para estos efectos”.

8.- Indicaciones declaradas inadmisibles.

Dejo constancia que se declararon inadmisibles, las siguientes indicaciones:

- Del diputado Andrés Longton, al artículo 1°, para incorporar los siguientes numerales 2) y 3) nuevos, pasando la modificación al artículo 12 del Código Penal contenida en el actual artículo 1 a ser numeral 1):

“2) Incorpórese a la escala general de penas del artículo 21, en las penas de crímenes, la siguiente: “Cancelación de la carta de nacionalización.”.


- Del diputado Andrés Longton, al artículo 1°, para incorporar los siguientes numerales 2) y 3) nuevos, pasando la modificación al artículo 12 del Código Penal contenida en el actual artículo 1 a ser numeral 1):

3)
Incorpórese el siguiente artículo 36 bis nuevo:  

“Art. 36 bis. La cancelación de la carta de nacionalización procede respecto de aquellos extranjeros que, habiéndola obtenido, fueren condenados por delitos sancionados con pena de crimen. En estos casos se procederá a la expulsión después de cumplida la pena.”.
- Del diputado Andrés Longton, para sustituir el artículo segundo, por uno nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 2°: Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1.
Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 20 bis: 

“Asimismo el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.

Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 345 y 345 bis del Código de Procedimiento Civil, independientemente de lo que resuelva el tribunal competente con posterioridad sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que aquel le asigne.”

2.
Incorpórase el siguiente inciso cuarto en el artículo 132, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final:

“El plazo señalado en el inciso anterior podrá ser ampliado por el juez de garantía hasta por el término de cinco días, cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para la determinación de la identidad del imputado o con el objeto de conocer los antecedentes penales tratándose de un imputado extranjero. El juez se pronunciará de inmediato sobre dicha petición, que podrá ser formulada y resuelta de conformidad con lo prevenido en el artículo 9º. Para acceder a esta solicitud el juez de garantía tendrá en especial consideración la necesidad de realizar actuaciones o indagatorias en el extranjero de conformidad con lo establecido en el artículo 180.”.

3.
Intercálase el siguiente inciso sexto en el artículo 140, pasando el actual inciso sexto a ser inciso final: 

“Se entenderá que existe peligro de fuga del imputado cuando se desconociere su identidad o éste careciere de documentos de identidad que den cuenta de manera fidedigna de la misma, se negare a entregar dicha documentación o utilizare documentos falsos o adulterados.”.


9.- Diputado informante.

Se designó diputado informante al Sr. Jorge Alessandri Vergara.
I.- ANTECEDENTES GENERALES DE LOS PROYECTOS DE LEY


La Comisión conoció, en primer término, el proyecto de ley boletín N° 15.892-07, originado en mensaje que “Modifica los Códigos Penal y Procesal Penal, con el objeto de establecer la validez de las sentencias condenatorias extranjeras como fundamento de la agravante de reincidencia y habilitar al Ministerio Público para requerir cooperación y asistencia internacional.” Tal iniciativa fue aprobada en general en sesión N° 100 de fecha 30 de mayo de 2023. 


Con posterioridad, y tras la sugerencia de algunos miembros de la Comisión, se acordó proponer a la Sala la fusión del mensaje indicado con la moción boletín N° 15.262-07 que “Modifica el Código Penal para considerar la condena en país extranjero como factor de reincidencia y dispone la cancelación de la carta de nacionalización como pena de crimen”; por considerar que ambas iniciativas legales contenía ideas matrices similares, lo que finalmente así fue acordado por la Cámara en sesión de fecha 5 de junio de 2023 donde se accedió a refundir los proyectos antes mencionados, en conformidad a lo establecido en el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Finalmente, esta última iniciativa (boletín 15.262-07) se conoció y fue aprobada en general por la Comisión en sesión N° 105ª de fecha 13 de junio de 2023 y de ahí en adelante su tramitación fue conjunta y en base a un solo texto, como se indicará en la parte final de este informe.


Fundamento y estructura de las mociones refundidas

1.- Boletín N° 15.262-07. 


Afirman sus autores que Chile ha visto crecer, exponencialmente, la población migrante en los últimos años debido a un concurso de factores. Entre ellos se encuentra la crisis económica y social que ha afectado al continente y el establecimiento de un gobierno dictatorial en la República de Venezuela. 


Entre 2018 y 2019 la población migrante en Chile aumentó un 19,4%, y pese a que esta cifra no ha sido actualizada, todo indica que ha tenido un aumento sostenido en el tiempo. Es así como la Policía de Investigaciones de Chile informó 50.351 ingresos clandestinos a territorio nacional durante el año 2021.

·
Señalan que en este escenario migratorio, muchas familias han llegado con el afán de alcanzar un futuro mejor, lo que lamentablemente ha permitido el ingreso al país de una serie de sujetos que, lejos de aportar a la construcción de una mejor sociedad, se han abocado a extender las redes criminales de bandas conocidas mundialmente por su violencia y peligrosidad.


Sostienen que es evidente que la mayoría de los migrantes buscan aportar al crecimiento de Chile y proveer a sus familias de mejores condiciones. Sin embargo, el ingreso de miles de sujetos en la más absoluta irregularidad amerita adaptar nuestro ordenamiento jurídico a esta nueva realidad, de manera que quienes cometan ilícitos enfrenten una legislación que permita sancionar adecuadamente tales conductas.


Añaden que Chile ha sabido adaptar normas migratorias a este nuevo escenario, que demanda crear reglas que permitan tender una mano a aquellos sujetos que huyen de su nación de origen buscando un futuro mejor. De cualquier forma, ese esfuerzo debe ser compatibilizado con la necesidad que se tiene como Estado de disponer de reglas que sancionan proporcional y adecuadamente a quienes ingresen a nuestro país y decidan seguir una carrera delictual.


Con este afán esta iniciativa propone incorporar dos modificaciones en el Código Penal:

i. Se permite al tribunal, para efectos de determinar la agravante de responsabilidad penal de reincidencia, considerar las condenas en el extranjero. Para los efectos de determinar la reincidencia del artículo 12, circunstancia 16ª, se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.

ii. Se dispone la cancelación de nacionalización como pena de crímenes. De esta manera, los nacionalizados que cometan delitos que se sancionen con penas de crimen, esto es, superiores a los 5 años, se les cancelará su nacionalización y se les expulsará del país una vez cumplida dicha pena.

Concluyen que se trata de reglas que existen en el Código Penal chileno y que se aplican solo a determinados delitos, lo que parece no tener justificación.


Estructura del proyecto de ley


La iniciativa consta de un artículo único que introduce las siguientes modificaciones al Código Penal:

1. Se agrega en el numeral 16 del artículo 12 el siguiente párrafo final:

“Para los efectos de determinar la procedencia de esta circunstancia se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.”.

2. Se incorpora a la escala general de penas del artículo 21, en las penas de crímenes, la siguiente:

“Cancelación de la carta de nacionalización.”.

3. Finalmente, se incorpora el siguiente artículo 36 bis nuevo:

“Art. 36 bis. La cancelación de la carta de nacionalización procede respecto de aquellos extranjeros que, habiendo obtenido la misma, fueren condenados por delitos sancionados con pena de crimen. En estos casos se procederá a la expulsión después de cumplida la pena.”.

*****

2.- Boletín N° 15.892-07.- 


a) - Antecedentes 


Expresa el mensaje presidencial que nuestra legislación penal consagra un sistema de determinación de la pena que permite agravar o atenuar la responsabilidad y, en consecuencia, la pena, al concurrir determinadas circunstancias que hagan más o menos grave el delito. 


En este sentido, Enrique Cury define las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal como “un conjunto de situaciones descritas por la ley, a las cuales ésta atribuye la virtualidad de concurrir a determinar la magnitud de la pena correspondiente al delito en el caso concreto, ya sea atenuándola o agravándola a partir de ciertos límites preestablecidos en forma abstracta para cada tipo”. 
 

Los efectos que produce la concurrencia de una circunstancia agravante o una atenuante en la determinación de la pena son de consideración. Por ejemplo, la existencia en un caso de una sola agravante, si no concurren atenuantes, permite excluir la mitad inferior de la pena o el grado menor de la misma. 

Así, una pena de presidio mayor en su grado mínimo, que implica un tiempo de privación de libertad de entre 5 años y un día a 10 años, quedaría, de concurrir una agravante y ninguna atenuante, en un rango de 7 años y 182 días a 10 años
. Si, en cambio, se trata de una pena de más de un grado, por ejemplo, una pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, que implica un tiempo de privación de libertad de 5 años y 1 día a 15 años, de concurrir una agravante y ninguna atenuante, quedaría en un rango de 10 años y 1 día a 15 años. 

El artículo 12 del Código Penal establece las agravantes genéricas de responsabilidad penal, entre las cuales se consagran, en sus numerales 15 y 16, las agravantes de reincidencia y reincidencia específica.

Así, por una parte, el artículo 12 N° 15 del Código Penal dispone que es una agravante de la responsabilidad el “[h]aber sido condenado el culpable anteriormente por delitos a que la ley señale igual o mayor pena”, y, por otra parte, el numeral siguiente consagra como agravante el “[h]aber sido condenado el culpable anteriormente por delito de la misma especie”.

Al respecto, vale la pena recordar que el derecho penal tiene como principio base el de legalidad, por lo que solo la ley puede determinar de manera estricta las circunstancias que permiten al Estado imponer una pena o agravar la misma.

Así, en Chile, si bien se toman en consideración las condenas anteriores dictadas por tribunales chilenos para la configuración de las agravantes de reincidencia y reincidencia específica, no existe una norma que habilite a considerar en la determinación de la pena las condenas que pueda tener un sujeto en el exterior.   

En relación a lo anterior, señalan los profesores Jean Pierre Matus y María Cecilia Ramírez que tratándose “de condenas en el extranjero, la regla general es que ellas no pueden tomarse en cuenta, salvo que los tratados internacionales o la ley lo permitan”. 

De hecho, cuando el legislador ha querido hacer valer las condenas internacionales ante la jurisdicción nacional, lo ha hecho expresamente. Así sucede, por ejemplo respecto de algunos tipos penales respecto de los cuales existe norma expresa que habilita a considerar las sentencias condenatorias extranjeras para efectos de afirmar reincidencia: delitos de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas (artículo 21); delitos de tráfico de migrantes y trata de personas (artículo 411 septies del Código Penal); delitos de explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y de pornografía infantil (artículo 367 octies); y delitos contra la salud pública (artículo 8° de la ley N° 17.155).

El efecto que produce lo señalado no es solo que no se agravará la pena de personas que ya han tenido un contacto anterior con el sistema penal y que pese a ello no han desistido de cometer delitos, sino que, además, puede considerarse como concurrente la atenuante de irreprochable conducta anterior prevista en el artículo 11 N° 6 del Código Penal. 

Lo anterior implica que no solo no se considerará la necesidad de una mayor pena que logre definitivamente disuadir a la persona que ya ha cometido más de un delito, sino que, además, se le impondrá una pena inferior por un reconocimiento a su trayectoria irreprochable como ciudadano.


b) - Fundamentos

La doctrina penal ha explicitado que las circunstancias que agravan la responsabilidad tienen diversos fundamentos. Así, las hay que demuestran una mayor antijuridicidad, que dan cuenta de una mayor reprochabilidad o que se agregan por razones de política criminal. 

En el caso de la reincidencia, el fundamento ha sido reconocido como la mayor disposición a cometer delitos por parte del sujeto que ya fue condenado por la justicia y que, pese a ello, no cesa en su conducta delictiva. 

Así, se trata de dar una pena más grave a sujetos que reiteran una conducta delictiva, pese a haber recibido un reproche institucional.

 Este fundamento, se estima aplicable no solo respecto de sujetos que han cometido delitos en Chile, sino también respecto de personas que han cometido delitos fuera del territorio nacional y que han sido condenados por un tribunal extranjero. En este contexto, cobran sentido normas que consagren con carácter general la reincidencia internacional.

Como antecedente, el artículo 310 del Código de Derecho Internacional Privado (“Código Bustamante”) dispone: “Artículo 310. Para el concepto legal de la reiteración o de la reincidencia, se tendrá en cuenta la sentencia dictada en un Estado extranjero contratante, salvo los casos en que se opusiere la legislación local”. También en derecho comparado existen ejemplos. Por su parte, el artículo 22 N°8 del Código Penal español, por ejemplo, establece: “Artículo 22. Son circunstancias agravantes: […] 8.ª Ser reincidente.

Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el mismo título de este Código, siempre que sea de la misma naturaleza.

A los efectos de este número no se computarán los antecedentes penales cancelados o que debieran serlo, ni los que correspondan a delitos leves.

Las condenas firmes de jueces o tribunales impuestas en otros Estados de la Unión Europea producirán los efectos de reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pudiera serlo con arreglo al Derecho español”. Por último, cabe agregar que el problema ha sido detectado y existen iniciativas vigentes que buscan consagrar la reincidencia internacional como agravante como el Boletín N°15.262-07, suscrito por los y las Honorables Diputados/as Sres. Andrés Longton, Andrés Celis, Jorge Alessandri, José Miguel Castro, Luis Sánchez y Francisco Undurraga, y Sras. Sofía Cid, Camila Flores y Ximena Ossandón.

c) - Objetivo del proyecto

En primer lugar, el presente proyecto propone modificar el Código Penal para establecer la validez de las sentencias condenatorias firmes dictadas en el extranjero. Para ello se busca incorporar, al actual artículo 12 del Código Penal, un inciso final que permita hacer efectiva en términos generales la validez de sentencias condenatorias extranjeras como fundamento de la circunstancia agravante de reincidencia. Lo anterior, respetando los límites que el derecho internacional ha establecido respecto de delitos políticos y con normas que recojan la prescripción de los delitos. 

Asimismo, se explicita que la sentencia condenatoria extranjera servirá para fundar la agravante en cuestión solo cuando los hechos establecidos en ella fueren constitutivos de delito de acuerdo a la ley chilena. Con ello se garantiza que la agravación de pena opere solo respecto de quien haya cometido ilícitos penales que sean reprobados por el ordenamiento jurídico penal chileno. 

En segundo lugar, para hacer operativa la modificación legal, el proyecto introduce cambios en el Código Procesal Penal, con el fin de autorizar al Ministerio Público a requerir directamente de las autoridades extranjeras el antecedente necesario para acreditar la reincidencia, sin que sea necesario el trámite de legalización del mismo.

Atendidas estas razones, se propone incorporar una norma similar en el Código Procesal Penal, en el artículo 20 bis, referido a la tramitación de solicitudes de asistencia internacional.

Asimismo, se exime al Ministerio Público del trámite de legalización de los documentos obtenidos en el extranjero (por ejemplo, una sentencia expedida por tribunal penal foráneo), pues no será necesario dicho trámite para dar valor probatorio a los instrumentos obtenidos directamente
, sin perjuicio de dejarse a salvo la posibilidad de resolver sobre el valor probatorio de dichos antecedentes al tribunal que corresponda.


d) - Contenido del proyecto

Este proyecto busca establecer la validez de las sentencias condenatorias firmes dictadas por tribunales extranjeros para fundar la agravante penal de reincidencia y entregar herramientas procesales eficaces al Ministerio Público para acreditar esta y otras circunstancias relevantes para las investigaciones a su cargo.

Para ello realiza modificaciones a dos cuerpos legales, el Código Penal y el Código Procesal Penal. En el primer caso, se agrega un inciso segundo al artículo 12, a objeto de señalar que las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, deberán ser contempladas en la consideración de las agravantes de reincidencia previstas en los numerales 15 y 16 de dicho artículo.

Lo anterior, recogiendo las limitaciones que se han estimado pertinentes tanto en el Código de Bustamante como en la Convención Interamericana sobre Extradición. 

Por otro lado, se agregan incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 20 bis del Código Procesal Penal, que buscan propiciar y facilitar la colaboración internacional con el Ministerio Público. Ello, por una parte, a través de otorgarle la facultad de requerir información y cooperación a autoridades internacionales, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales. Luego, por otra parte, se busca que la consideración de los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos a través de la colaboración internacional pueda ser expedita al establecer que se entenderán producidos conforme a la ley.

e) – Estructura del proyecto

El mensaje se estructura en base a dos artículos:

El primero para agregar  el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 12 del Código Penal:

“Para la concurrencia de las agravantes a que se refieren los números 15 y 16 del inciso anterior, se considerarán también las sentencias firmes dictadas por un tribunal en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, siempre que los hechos en que se funda la condena sean también constitutivos de delito en Chile. Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia cuando se trate de delitos de carácter político o de delitos comunes perseguidos con una finalidad política, ni podrá fundarse en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos. Para considerar si el delito cometido tiene asociada igual o mayor pena se estará a la establecida en la ley chilena.”.

El segundo para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 20 bis del Código Procesal Penal:

“Asimismo el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.

Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 345 y 345 bis del Código de Procedimiento Civil, independientemente de lo que resuelva el tribunal competente con posterioridad sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que aquel le asigne.”.

II.- DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO

  
1.- Discusión General


A continuación haré un extracto de las intervenciones de los invitados y del debate que sobre el particular se produjo en el seno de la Comisión. 


Sesión N° 100 de 30 de mayo de 2023.

Eduardo Vergara Bolbaran, Subsecretario de Prevención del Delito. 

Fundamentando el proyecto, refiere que no existe una norma chilena que establezca de forma general el reconocimiento de las condenas dictadas en tribunales chilenos, y menos que las considere para efectos de constituir agravantes.

A modo de antecedentes, existen clases de agravantes por reincidencia en el Código Penal, a saber, reguladas en el artículo 12 numerales 15 y 16. El numeral 15 dispone como agravante el haber sido condenado por delito con igual o mayor pena, mientras que el numeral 16 considera a la condena del delito de la misma especie.

Sin embargo, en nuestro ordenamiento, nada dice respecto a este asunto, como si se hace en otros países como España, Argentina y Uruguay.

Con todo, si existen reglas especiales donde pueden ser consideradas sentencias extranjeras como agravantes, como los delitos de ESCNNA (artículo 367 octies del Código Penal), la trata de personas y tráfico de migrantes (artículo 411 septies del Código Penal), la ley de drogas, N° 20.000 en su artículo 21 y los delitos contra la salud (artículo 8°, Ley N° 17.155).

Existen problemas prácticos que vale mencionar. En primer lugar, un problema doctrinal y jurisprudencial, donde existe confusión sobre la posibilidad de considerar sentencias condenatorias extranjeras para la agravante de reincidencia. 

Sumado a lo anterior, y ante el vacío de la ley, el debate en tribunales ha estado centrado en cómo se establece la veracidad y legalidad de los documentos acompañados por los persecutores penales, de manera que se puede producir la prueba, en conformidad a la ley.

En este último aspecto, la regla general es que la veracidad del documento se debe hacer mediante la convalidación o traducción, según el caso, en la Corte Suprema y apostillado por el Ministerio de Relaciones Exteriores (artículo 76 del Código Procesal Civil), como también con las exigencias de legalización más apostillaje en embajadas, de los artículos 345 y 345 bis del CPC.

Otra dificultad está en la acreditación de la agravante, porque existen plazos investigativos acotados, siendo difícil obtener las copias autorizadas de los documentos y dar cumplimiento a las exigencias de legalización en tiempo y forma.

Por lo anterior, y como se mencionó al inicio de la presentación, la propuesta tiene su fundamento en la relevancia de considerar la reincidencia, ya que una agravante impide bajar del grado de la pena, mientras que la reincidencia implica la no concurrencia de la atenuante de irreprochable conducta anterior.

A modo de ejemplo, con el homicidio simple, sin atenuante ni agravante, su pena va desde los 10 años y un día a 20 años; por otro lado, con agravante de reincidencia, la pena varía entre 15 a 20 años; por último, sin agravante y con atenuante de irreprochable conducta anterior, la pena va entre los 10 años y un día a 15 años.

No hay razón alguna para que una persona chilena o extranjera, con condena en el extranjero, reciba un trato distinto de la que cuenta con condena en el país.

Existe experiencia comparada al respecto, como en el Código de Derecho internacional Privado que considera un concepto de reincidencia, incorporando a las sentencias extranjeras; el artículo 3° del antiguo Código de Procedimiento Penal; el artículo 22 N° 8 del Código Penal Español (tribunales de la Unión Europea); el artículo 50 del Código Penal Argentino; o el artículo 48 del Código Penal de Uruguay.

Además, hay que considerar que existe un boletín anterior, originado en moción, que considera también el reconocimiento de las sentencias extranjeras para los mismos efectos.

En ese sentido, el contenido del proyecto, en resumen, sería: 1) modificar el artículo 12 del Código Penal, para que las sentencias condenatorias extranjeras deban considerar para ambas clases de reincidencia; 2) que dicha sentencia condenatoria extranjera sea firme (sin recurso posible); 3) no será necesario que la pena se haya cumplido efectivamente en el extranjero; y 4) los hechos establecidos en la sentencia también deben ser constitutivos de delito en Chile.

A lo anterior, hay que aclarar que para la agravante de reincidencia por haber cometido delito que merezca igual o mayor pena, se estará a la pena establecida para el delito en la ley chilena.

Se establece una improcedencia de la agravante por delitos políticos, en concordancia a tratados internacionales en la materia.

Por último, en el ámbito de modificaciones al Código Penal, no pueden considerar penas prescritas o que, según la ley extranjera o chilena, no den lugar a reincidencia.

Ahora, en cuanto a las modificaciones al Código Procesal Penal, se modifica el artículo 20 sobre solicitudes de asistencia internacional del Ministerio Público, para hacer operativa la modificación sobre reincidencia internacional. 

Además, se permite al Ministerio Público solicitar directamente los antecedentes necesarios a las autoridades extranjeras y se exime del trámite de legalización o apostilla de esos documentos (el tribunal penal los valorará en su mérito).

Estas modificaciones son necesarias para la actualización de la legislación chilena, particularmente para hacer frente a las bandas organizadas extranjeras, las que lamentablemente hemos visto ya desde un tiempo en funcionamiento no solamente en nuestro país, sino en varios otros países.

El diputado señor Sánchez califica como una buena idea la iniciativa, habida consideración de la lucha contra el crimen organizado, particularmente al crimen organizado del extranjero, delincuentes que ingresan a Chile con la intención de delinquir, con delitos más violentos y muchos más graves de los que estábamos acostumbrados. Hace solo un par de días, se encontró en la Alameda un cuerpo mutilado.

Hace mucho tiempo que hemos solicitado al Ejecutivo el ingreso de proyectos que ataquen ese problema, y este proyecto va en esa dirección. 

Con todo, tiene inquietudes sobre la posibilidad de concretar la iniciativa, y viene dada por la reciprocidad en el envío de antecedentes penales. Sabe que Colombia y Venezuela no prestan colaboración en el envío de antecedentes penales de sus nacionales. 

En estos casos, también consulta sobre la factibilidad de legislar en el proyecto sobre los efectos que tiene esa negación estatal de no enviar los indecentes penales de sus nacionales, ya que cree que, al menos, debería prohibírseles el ingreso al país. Entiende que es un criterio de reciprocidad mínima que debe existir entre países.

Además, tiene conocimiento que el Estado de California (EE.UU.), se ha quejado de que Chile no ha entregado los antecedentes penales de chilenos detenidos por crímenes en ese país. Cree que, de ser cierto, tristemente nos pone al mismo nivel que los demás países que se niegan a hacerlo. 

El diputado señor Longton valora el proyecto, y recuerda que presentaron uno muy parecido, con la sola diferencia de que ellos agregan la pérdida de carta de nacionalización y no incorporan la atribución al Ministerio Público para solicitar colaboración al extranjero. Esto último, según recuerda, si lo incorporaron en otro proyecto, en la Comisión de Seguridad Ciudadana, como el criterio Valencia, citando el artículo 47 de la Ley de Drogas, esto por petición de la propia Fiscalía.

Solicita evaluar este último punto, ya que el mensaje funda las solicitudes en el artículo 20 del CPP, y cree más útil que sea el artículo 47 de la Ley N° 20.000. En este punto, solicita escuchar al Ministerio Público.

También consulta por la ausencia de reciprocidad en la entrega de antecedentes, especialmente con Venezuela. Quiere saber si existe un trabajo avanzado con dicho país en la materia.

En cuanto al fondo, el mensaje del Ejecutivo agrega una prohibición de aplicar la reincidencia cuando sean delitos políticos o comunes, pero perseguidos con una finalidad política. Este punto es muy interpretable, y no debería estar en el proyecto. 

Cuando el delito es político, la regla ya es clara, y no se aplica la extradición, pero cuando ahora se habla de “delitos comunes pero perseguidos por una finalidad política” es algo nuevo, ambiguo, interpretable. Si existe condena de tribunal extranjero por un delito, ¿nos están pidiendo que los tribunales chilenos entren a calificar si esa sentencia extranjera tiene un fin político? Esto provocara incerteza y utilización política.

En cuanto a las penas de crimen o no, el proyecto de ellos incorpora la pérdida de nacionalidad y la expulsión, porque cuando son penas de crímenes la persona es expulsada de Chile, pero cuando no lo es, el sentenciado permanece en Chile. De ahí que es relevante el reconocimiento de las sentencias extranjeras como reincidencia, para que finalmente esa pena aumente a pena de crimen y el delincuente sea expulsado.

Considerando aquello, solicita al Ejecutivo incorporar esa pérdida de nacionalidad.

El diputado señor Winter quiere saber cómo funciona en la realidad, porque cree que existe una confusión de cuál es la forma de aplicación del procedimiento en la materia, y si este proyecto tendrá un impacto real en la forma en la que actualmente opera.

El señor Vergara (Subsecretario), respondiendo a las consultas, reconoce que existe un desafío enorme en materia de veracidad de la documentación y tiempos de respuestas, especialmente de países latinoamericanos.  En su calidad de Subsecretario, le toca participar en varios controles de identidad, y la precariedad de la materialidad de los documentos hace que sea bastante complejo.

Sin perjuicio de aquello, no han que fijarse tanto en la realidad documental, sino en fijar una regla al respecto. Por cierto, que los trabajos se seguirán trabajando en la agilidad de obtención de los documentos y de su calidad.

  Hoy, las solicitudes realizadas a Chile, emana del Ministerio Público y la Corte Suprema, y pasa por el Ministerio de Relaciones Exteriores, por lo que cree que deberían ser invitados para dar respuesta al tema.

Sobre lo mencionado por el diputado Longton, el Ministerio Público, que se encuentra presente, puede tener más detalles sobre el articulado fundante de la solicitud de documentación.

En materia de delitos políticos, supone la utilización de la ley de extradición, pero entregará más detalles su asesor.

Sobre pérdida de ciudadanía, ya está regulado en el artículo 17 numeral segundo, por lo que no sería necesario incluirlo en el proyecto.

Por último, comparte con el diputado Winter que sería más provecho tener información sobre cómo, en la práctica, actúa este mecanismo, y también solicita se le otorgue la palabra a su asesor.
Tomás Humud, asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Indica que la no inclusión de la carta de nacionalidad en el proyecto es porque ya está consagrado la pérdida de ciudadanía en el artículo 17 numeral segundo de la Constitución.

Sobre la no equivalencia de las sentencias condenatorias en otros países por delitos políticos o de persecución política, se está replicando algo que ya existe en reglas de extradición. Se entiende que se trata de personas que no tienen cierta contumacia en la delincuencia, pero cree que los representantes de la fiscalía pueden dar mayores detalles al respecto.

Sobre el funcionamiento de la modificación introducida, guarda relación con un mecanismo que ya existe, especialmente con la Ley N° 20.000 donde la Fiscalía solicita directamente los antecedentes a otros países o fiscalías extranjeras. Es algo que existió en el antiguo Código de Procedimiento Penal.

El diputado señor Winter cree que hay que precisar el contenido de lo que es un delito político, ya que hoy en día no existe en el mundo mecanismos como la ley maldita del siglo 20 en Chile, donde el régimen que perseguía a esa persona, abiertamente decía que era por razones políticas. Decir eso, hoy, está penada internacionalmente. 

Lo que hoy tenemos son sentencias condenatorias por delitos tipificados, punibles, con debido proceso. Entonces, otra cosa es decir que uno desconfía de ese procedimiento, del respeto del debido proceso de ese procedimiento judicial, y cree que existe una persecución política, pero en general siempre se le acusa de delitos como sedición, corrupción, etc.

Siendo así, necesita entender el cómo se interpretará lo que es un delito económico, porque sino vamos a caer en el desconocimiento, como Estado, de una sentencia de un tribunal extranjero. 

El diputado señor Longton también concuerda con la duda expresada, y quiere tener a la vista os textos de los tratados internacionales sobre delitos políticos. Además, el proyecto dice “finalidad política”, siendo más amplio aún.

Agrega que el Ejecutivo confunde la pérdida de ciudadanía, regulada efectivamente el artículo 17 numeral 2, con la pérdida de nacionalidad. Con la primera, se pierden derechos políticos, pero la segunda se refiere a nacionalidad, perdiendo la calidad de chileno. 

Insiste en querer incorporar este elemento de pérdida de nacionalidad al presente proyecto.

El diputado señor Sánchez, sobre delitos políticos, indica que tienen un tratamiento en la teoría del derecho penal vinculado a los delitos de terrorismo. En ese sentido, solicita al Ejecutivo precisar cómo y qué entienden de este concepto, porque revisando ahora mismo material disponible, existe muchos materiales académicos y, por tal, mucha discusión doctrinal.

El diputado señor Benavente quiere saber con cuántos países tenemos tratados vigentes en materia de extradición, y los acuerdos internacionales que versen sobre cooperación mutua entre Ministerios Públicos.

También quiere saber la operación en la práctica y que cambiaría con la aprobación de este proyecto. Ejemplifica con el caso de chilenos que instalaron bombas en la catedral de Zaragoza, donde inclusive cuando uno de ellos volvió a nuestro país participó de otro atentado, y solicita que, en base a este ejemplo, se explique el procedimiento.  

La diputada señora Jiles indica que podría darse un caso hipotético de que un Subsecretario de Pensiones que discrepa con el Gobierno por la misma reforma que se ha construido, fuera perseguido y acusado de un delito de acoso sexual, con la intención de destruirlo no solo como subsecretario, sino que socavándolo como ser humano en su credibilidad. 

Con la precisión que se merece el debate legislativo, solicita saber si ese caso imaginario se trataría de una persecución política o no. Además, qué pasaría cuando el autor del delito es el Estado.

El señor Vergara (Subsecretario) refiere que para el Ejecutivo es muy atendible lo que se dice sobre el delito de persecución política, y también sobre la idea de pérdida de nacionalidad, y les parece relevante estudiarlo en conjunto y mirar las propuestas anteriores que se han presentado en la misma materia.

Cree que, efectivamente, en lo que respecta a los delitos políticos es bueno profundizar, particularmente en los casos en que sea el propio Estado el agente que gatilla la persecución. 

Sobre los países con tratados de extradición, esta la Convención Interamericana sobre extradición mutua, vigente en todos los países Estados miembros, comprometiéndose a entregar más detalle sobre su regulación.

El señor Rodrigo Muñoz, asesor del Ministerio del Interior, aclara que hay que establecer un criterio y límite al concepto de delitos político, el que sigue siendo un concepto abierto. 

Sobre lo indicado por el diputado Sánchez, sobre la vinculación del concepto a delitos terroristas, en lo que implica a Chile, nuestra Constitución establece en el artículo noveno que el terrorismo no es un delito político, sino común. Siendo así, con los otros países debemos tener en cuanta esa regla constitucional.

De todas formas, es una cuestión altamente discutible, pero se ha tratado de asimilar al asilo político o violación de derechos humanos, siendo una materia que requiere precisión.

El diputado señor Soto, reconociendo que es interesante el caso de una condena por la comisión de un delito y su vinculación a una persecución política, quiere preguntar sobre la circunstancia 14 agravante, que indica que se aplica mientras se cumple una condena o después de haberla quebrantado, y durante el plazo en que pueda ser castigado por dicho quebrantamiento. 

En ese caso, hablamos de condenados en el extranjero por delitos con pena menor a las que se considera en Chile, pero se han fugados. Sobre aquello, el proyecto no tiene propuesta, y cree relevante que se incorpore. 

En el mismo sentido, podrían incorporarse los casos de quienes están sujetos a medidas cautelares, sin condenas, y que vienen a delinquir a nuestro país. De no hacerlo, será mal utilizado por personas que huyen de la justicia de su país.

El señor Subsecretario Vergara considera atendible la propuesta, y estudiaran su inclusión.

El diputado señor Ilabaca lamenta la ausencia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, quienes son los técnicamente competentes, sin mirar en menos el trabajo del Ministerio del Interior.

Cree que todos están de acuerdo con la idea matriz del proyecto, porque no existe igualdad ante la ley de los delincuentes que cometen delitos en Chile y que son extranjeros. Siendo así, cree que se podría votar hoy en general el proyecto.

El diputado señor Sánchez está de acuerdo con la votación en generar, pero siempre que se pueda escuchar a más expertos en la materia, sobre todo en materia de delitos políticos.

Al respecto, cree necesario conocer la opinión de la Corte Suprema y del Ministerio Público. 
Antonio Segovia Arancibia, Director de la Unidad de Cooperaciones Internacionales y Extradiciones de la Fiscalía Nacional.

Refiriéndose al proyecto de ley en discusión, resume su contenido indicando que modifica el artículo 12 del Código Penal, en materia de regulación de agravantes, y el artículo 20 bis del Código Procesal Penal en materia de cooperación internacional.

Sobre la primera modificación que propone valorar las sentencias penales condenatorias dictadas en el extranjero, para efectos de poder configurar agravantes de reincidencia, el Ministerio Público valora la iniciativa y comparte los fundamentos principales. Hoy en día, una de las características de la criminalidad es la transnacionalidad, y que no está presente solo en los grandes delitos asociados al crimen organizado (como el tráfico de droga), sino que también está presente en delitos que son puramente domésticos, como los delitos sexuales o robos.

En este último tipo de delitos (domésticos), la transnacionalidad se refleja, generalmente, porque uno de los imputados (aunque en ocasiones también puede ser la víctima) tienen residencia o nacionalidad extranjera, siendo necesario corroborar su identidad y, en caso del imputado, obtener sus antecedentes penales. 

Desde ese punto de vista, es fundamental coordinar con el Ejecutivo los mecanismos que permitan, en ese tipo de delitos y casos, valorar la sentencia extranjera para configurar una agravante de reincidencia, sea general o específica. Es más, en los otros tipos de delitos que siempre se han considerado como transnacionales, como el tráfico de droga, trata de personas, tráfico de migrantes, pornografía infantil, entre otros, estas sentencias siempre se han considerado para efectos de agravantes. 

Con todo, existen dos aspectos a resolver. La referencia a la ley extranjera y la posibilidad actual de reconocer la reincidencia. 

Sobre la primera, existe un posible problema de identificar cuál es la ley extranjera que se considerará para efectos de valorar la sentencia como un agravante, donde cabe aclarar si se refiere a la ley convencional como los tratados internacionales o se refiere a la ley del país donde se dictó la condena. 

Considerando que este aspecto puede ser problemático, una solución simple sería descartar la referencia a la ley extranjera, como ocurre en la configuración actual de la Ley 20.000.

Un paréntesis, y refiriéndose a delitos políticos, indica que no existe una definición internacional ni de delito político ni delito cometido con motivación política, siendo posible un sinfín de interpretaciones. Esta categoría de delito es utilizada en el ámbito de las extradiciones, ya que funciona como una excepción a la extradición. 

En Chile, este tipo de casos (denegación de extradición por motivos de persecución política) son muy pocos. Recuerda el más reciente con México, por lo que no existe una jurisprudencia acabada que le otorgue ciertos contornos. Por lo mismo, hay que ir con cuidado y llenarlo de un contenido específico, sino podemos transformarlo en una categoría donde caiga cualquier cosa o sirva para excluir cualquier cosa.

Por último, en materia de reincidencia, y valorando el proyecto, viene a dar certeza jurídica respecto de un elemento que daba para distintas interpretaciones. Al respecto, y para efectos de la historia de la ley, indica que existían elementos legales actuales que permitirían señalar que hay normas que tipifican la solicitud de configuración de agravante en virtud de sentencias condenatorias extranjeras por aplicación, por ejemplo, del artículo 13 del Código Procesal Penal, o los artículos 242 y 243 del Código de Procedimiento Civil.

Sin perjuicio de aquello, es relevante el proyecto porque viene a cristalizar esta situación.

En segundo lugar, el proyecto regula material de colaboración internacional. Respondiendo a la pregunta del diputado Longton, es una norma similar a la moción presentada por diputadas y diputados de Renovación Nacional, y que fuera discutido hace muy poco tiempo atrás. 

En términos generales, se valora el proyecto en esta materia, ya que existen muy pocas normas sobre cooperación internacionales en nuestra ley doméstica. Al respecto, tenemos el artículo 20 bis del Código Procesal Penal, una norma en la Ley N° 20.000 y un par de normas sobre la ley de lavado de dinero. 

De esta manera, cualquier esfuerzo legislativo tendiente a llenar estos vacíos legales, es valorable. 

Frente a la pregunta de si es más conveniente regular la colaboración en el artículo 20 bis o en el artículo 180 de mismo cuerpo normativo, creemos que podría ser más conveniente en la parte general del Código Procesal Penal en el artículo 20 Bis.

En cuanto a la redacción del inciso segundo, compartimos y agradecemos su inclusión, porque también viene en reflejar lo que hace la Fiscalía actual en materia de cooperación internacional, a través de las autoridades centrales y que en Chile es el Ministerio Público desde el año 2018. 

El nuevo inciso tercero también es bien valorado. La regla general en la materia, tanto internacional como chilena, es que, de no haber ninguna norma que diga lo contrario, siempre se exige legalización o apostillado. Existen tratados internacionales que lo eximen, como la Convención Interamericana de Asistencia Mutua en Materia de Persecución Penal, la Convención de Naciones Unidas relativo al tráfico de drogas y contra la delincuencia organizada transnacional y sus protocolos en materia de trata de personas, tráfico ilícito de estupefacientes, etc.

Todos estos tratados no contienen norma de eximición de apostillado, por lo que la norma propuesta será de utilidad para lograr una aceleración en la materia de cooperación internacional.

El último tema que quieren poner sobre la discusión en la posibilidad de ampliar los alcances de la norma otras situaciones, algunas de ellas ya reguladas en la Ley N° 20.000, por ejemplo para darle mayor eficacia a la regla de cooperación internacional, como sería una regla que indique que todos los antecedentes obtenidos vía cooperación internacional serán entendidos como válidos, como si hubiesen sido producidos en conformidad a la ley chilena,  con la finalidad de incluir medios de prueba obtenido en el extranjero. De esa forma, si llega un parte policial desde el extranjero, que se pueda incorporar directamente al proceso penal, sin necesidad de citar al policía al juicio penal.
Sometido a votación general la iniciativa boletín N° 15.892-07, es aprobada por unanimidad de los diputados presentes. Prestaron su consentimiento los (as) diputados (as) señores (as) Raúl Leiva (Presidente), Gustavo Benavente, Karol Cariola, Camila Flores, Pamela Jiles, Luis Fernando Sánchez y Leonardo Soto (7-0-0).
Sesión N° 101, de 6 de junio de 2023.
Maria Ester Torres, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (presentación).

Manifiesta que la cartera que representa está muy contenta con el proyecto, en primer lugar, porque se hace cargo de un problema de que la agravante de reincidencia tenga expresamente como antecedentes las sentencias condenatorias extranjeras, y también porque otorga los mecanismos de cooperación internacional al Ministerio Público.

En materia de agravante, se enfocan en antecedentes penitenciarios, mientras que sobre la cooperación internacional no estaba presente en la reforma Código Procesal Penal mediante la ley N° 20.074 del 2005, oportunidad donde se incorporó el artículo 20 bis, con gran utilización en los procedimientos penales, donde en esa época ya se vislumbraba la necesidad cooperación internacional. Con la propuesta del proyecto en la materia, se complementa ese avance.

Como dato, la cantidad de población penal, a fines de abril del presente año, es de 52.326 personas en régimen cerrado. De ese total, la población extranjera es del 12,8%, siendo las principales nacionalidades la colombiana, boliviana y venezolana. 

La necesidad que tiene Gendarmería de contar con los datos de causas penales anteriores, cometidos en extranjeros, son de utilidad en materia de segregación y segmentación penal, y de esa forma poder clasificarlos adecuadamente, dependiendo de sus niveles de posibles contagios criminógenos. 

Esto no tiene que ver, necesariamente, con los antecedentes para a determinación de la condena, toda vez que se entiende que ya fueron condenados, sino, y como ya se explicó, para una adecuada clasificación de la población penal y su distribución. 

En estos minutos, para obtener dicha información, Gendarmería acude a distintas fuentes, sin muchos resultados. El proyecto, en esta materia, podría beneficiar mucho a Gendarmería para que cuente con los antecedentes.

Por otra parte, cabe tener presente que uno de los beneficios penitenciarios es por rebaja de condena, y que tiene una causal de exclusión que se basa en la reincidencia del Código Penal. Ergo, si se llegase a considerar la sentencia extranjera para la exclusión de irreprochable conducta anterior, también traería aparejado excluirlo de este beneficio penitenciario de rebaja de condena.

El diputado señor Leiva (Presidente), entendiendo la idea matriz del boletín que incorpora como una causal de agravante a la sentencia condenatoria extranjera, y siendo de derecho estricto, consulta sobre factibilidad de ingresar una indicación que permita que gendarmería pueda tener a la vista esos antecedentes para efectos de la segregación dentro del recinto penitenciario o para la calificación de irreprochable conducta anterior, en cuanto a atenuante calificada.

La señora Torres cree que, de contar con ese antecedente en la sentencia, Gendarmería ya tendría acceso a la información.

El diputado señor Leiva está de acuerdo, pero eso es para los condenados, y el se refiere a los imputados.

Siendo así, la señora Torres refiere que podría ser útil tener una indicación al respecto. Con todo, en la práctica, el Ministerio Público tiende a hacer presente esos antecedentes en la audiencia de control de detención, y por tanto se entrega en conocimiento a Gendarmería.

El diputado señor Longton, consulta a propósito de lo mismo, sobre los antecedentes. Dependiendo de la etapa de proceso se puede pedir medidas cautelares o no, dependiendo de la peligrosidad, pero la forma y tiempo en que lleguen esos antecedentes varías de un país a otro, y sabe que con Venezuela se están tomando mucho tiempo. Consulta si el Ministerio de Justicia ha avanzado en algo al respecto.

Además, sobre delitos de carácter político, y que fue objeto de debate en la sesión pasada, es muy complejo en cuanto a su contenido, porque muchas personas vendrán con condenas desde su país de origen, y seremos nosotros quienes deberemos evaluarlo. ¿De qué manera podemos nosotros hacerlo?

La señora Maria Ester Torres, respondiendo a las consultas, reafirma que el proyecto será una ayuda en materia de colaboración y, por tanto, acceso a los antecedentes de sentencias condenatorias extranjeras, pero las reacciones que puedan tener los otros países aún no están claras. 

Recuerda que Gendarmería es muy activo en conjunto al Ministerio Público, porque se han preocupado por tener la mayor cantidad de datos posible a través de su departamento de investigación criminal.

Sobre delitos políticos, entiende que la cláusula está en el proyecto porque se replica de la mayoría de los convenios internacionales en la materia, sobre cooperación. Es un tema a discutir, que no podría ser de otra manera sino a través de una interpretación de los tribunales chilenos.

Maria Cecilia Cáceres, Embajadora Directora General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En materia de cooperación judicial se ha convenido desde hace mucho tiempo a través de tratados y acuerdos internacionales, bilaterales y multilaterales. 

Los delitos políticos son generalmente excluidos de todos los tratados internacionales. 

De los tratados internacionales de cooperación, hay algunos evocados a la corporación en términos generales de combate contra el crimen organizado, y otros a temas de extradición. Para ello, se coordina el MR.R.EE con el Ministerio Público y la Corte Suprema, quienes a su vez se conectan con las embajadas y otras fiscalías extranjeras.

Esta coordinación, en materia de investigación penal, es de común ocurrencia.

María del Pilar Vives, abogada de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Refiere que en estas materias se ejecutan en virtud de tratados, previa solicitud del Ministerio Público, quienes solicitan cooperación internacional para chequear huellas dactilares de imputados en Chile, condenas pretéritas, red familiar de las personas, certificados de nacimientos de sus países de origen, entre otros.

Requeridos, ellos realizan el requerimiento a la embajada chilena del país respectivo, quienes a su vez se lo comunican al respectivo Ministerio de Relaciones Exteriores, y luego lo derivan a la fiscalía competente.

El diputado señor Longton tiene dudas sobre extradición. Hay tratados de extradición y otros con los que no. El proyecto incorpora a los delitos con finalidad política, y podría ser que una persona está condenada por su país de origen, comete delito en Chile, pero no existe un tratado de extradición con ese país, y al no tenerlo, no tenemos un catastro o lista de los delitos que fueron excluidos y que pueden ser considerados como delitos políticos o de intención política.

A la consulta, la señora María Cecilia Cáceres indica que, cuando no existen tratados se acuden a principios generales del derecho internacional, como el de reciprocidad, o incluso a tratados más amplio, como el interamericano. 

Todos los tratados tienen como principio que no se persiguen delitos políticos, y cómo se determina si cumple con esas características se ve caso a caso, y lo resuelven las autoridades. Una herramienta de cooperación no puede ser utilizada para perseguir un delito político. 

Agrega que, salvo en un Estado abiertamente antidemocrático, prohibir ideas no es posible. Con todo, hay casos más complejos, donde se utilizan delitos como corrupción para realizar una persecución a los opositores políticos.

El diputado señor Longton ejemplifica un caso: venezolano comete delito en Chile, y fue condenado por un tribunal en Venezuela, pero él dice que fue por un delito político, ¿cómo podríamos determinarlo? 

Cuando se habla de extracción, el Estado simplemente evalúa si la persona vuelve a dicho país requirente para ser juzgada, pero en estos casos hablamos de sentencias condenatorias. 

Cree que ambas situaciones sin distintas, y que por cierto nos va a complicar en la práctica. 

La señora Maria Cecilia Cáceres indica que, cuando uno presenta una sentencia extranjera para configurar una agravante, pero se cree que tiene que ver con persecución política, insiste que se debe resolver caso a caso, a criterio del juez.  Se imagina que, en la práctica, entre el ente persecutor y la defensoría tendrán que resolver el tema.

El diputado señor Leiva indica que, de esa forma, se generaría un juicio propiamente tal. Aplicarlo en la práctica sería caso imposible, ya que una sentencia condenatoria, aunque sea motivada por una finalidad persecutora política, nunca lo dirá expresamente, haciendo entonces que nazca un cuestionamiento difícil de resolver. El propio defensor penal se va a amparar en el principio pro reo, para evitar su configuración.

El diputado señor Longton indica que en el proyecto exige que la sentencia extranjera condene por un delito que también lo es en Chile, y ahí viene un primer corte, ya que en nuestro país no existen los delitos políticos. Siendo así, lo que vamos a tener que hacer, es entrar al fondo del mérito de una sentencia de un tribunal extranjero.

La señora Maria del Pilar agrega que, en materia de extradición, el Ministerio de Relaciones Exteriores es la vía diplomática. Siempre quienes lo revisan, en cuanto a su extradición activa o pasiva, son los tribunales de justicia, particularmente la Corte Suprema. 

Al revés, cuando la extradición la solicita Chile, la solicitud la realiza la Corte de Apelaciones, existiendo toda una regulación en el Código Procesal Penal, debiendo contar con un tribunal de garantía que lo declare imputable, inclusive acompañando las normas aplicables, indicando si están o no prescrita, el rol del Ministerio Público y citando su norma que lo faculta a investigar de forma exclusiva, las huellas dactilares, etc. Se envía a la embajada chilena para que lo presente en la instancia respectiva.

Rafael Collado, Coordinador Jurídico del Gabinete de la Ministra del Interior.

Recuerda que el proyecto se presentó porque existe confusión en la jurisprudencia y doctrina en virtud de la aplicación o no de la sentencia extranjera condenatoria, atendida que el antiguo Código de Procedimiento Penal si lo incluía de forma expresa, en el artículo tercero inciso cuarto (“tendrá también valor en Chile el fallo de tribunal extranjero), y no así el actual Código Procesal Penal.

En cuanto a la razón que funda la exclusión de los delitos políticos, tiene relación con el asilo político. Así como Chile puede recibir, una de las razones para entregar asilo es la persecución política.

El proyecto busca facilitar la entrega de documentos mediante el sistema de apostilla. SI bien, el documento se piensa para efecto de configurar el agravante, se puede conseguir en cualquier momento del juicio, porque se busca darle mayor celeridad a su tramitación.

Sobre temas que surgieron en la sesión pasada, y sobre la carta de cancelación, están en conocimiento que existe el proyecto de la bancada de Renovación Nacional, e informa que tienen un proyecto de ley que considera como medida administrativa la cancelación de carta de nacionalización, pero lo mantienen en el ámbito de competencias administrativas, no judiciales, no por ley. 

Es esa la forma que siempre se ha visto, a nivel administrativo y no legislativo, como parte de la actualización de la ley de migración. Siendo esta la razón por la cual no se consideró en el proyecto.

Para cerrar, sobre ley extranjera, no existe un conflicto relevante sobre aquella. Debe ser entendido como la norma del país de origen, siendo correcta la forma en la que está referida el proyecto, y en esos mismos términos nunca se ha tenido conflicto en su interpretación o uso, ni dificultades de homologación.

Por último, sobre el proyecto de diputado señor Longton, decir que el proyecto de Ejecutivo es diferente en cuanto a considerar la reincidencia genérica, a diferencia del otro. 

El diputado señor Longton indica que la ley de refugiados establece las causales expresas por las cuales se permite solicitar refugio en Chile, y entre ellas no está la condena en tribunal extranjero. En estos casos, el procedimiento es que la persona ingresa a Chile, solicita el refugio y espera a la ver si se acoge o no. 

Lo anterior, es totalmente distinto cuando un extranjero comete un delito en Chile y sea considerada la sentencia extranjera. 

Siendo así, y atendido que el representante de la Ministra del Interior señaló como justificación a la inclusión de la excepción en caso de delitos políticos, cree que existe un error por parte del Ejecutivo, porque este proyecto no se cruza con el asilo político.

En el mismo sentido, solicita conocer a qué proyecto se refiere el señor Collado cuando dice que la pérdida de nacionalidad está incorporada en una modificación a la ley de migración. 

Al respectó, expresas sus dudas fundadas sobre qué es lo más conveniente para la persecución del fin del proyecto. A saber:

La expulsión vía administrativa guarda razón con multa hasta expulsión, y difícilmente puede incorporarse la pérdida de nacionalidad, ya que son migrantes que no tienen documentación en Chile.

Siendo así, solo puede sancionarse con pérdida de nacionalidad al que cuente, aunque sea evidente decirlo, con arraigo en Chile, residencia y, por tal, nacionalidad. 

A su juicio, la pérdida de nacionalidad solo es posible considerarla como una pena accesoria en sede de derecho penal, por orden judicial, y no administrativa.    

El señor Collao refiere que se da con la tarea de estudiar las observaciones realizadas sobre el asilo y la posibilidad de que se cruce o no con la idea matriz del presente proyecto.

Sobre el proyecto de ley, este no se ha presentado, pero la propuesta en cancelar la carta de nacionalización. Al respecto, siempre se va a sancionar con esta pérdida a personas que vivan en Chile, siendo una pena accesoria. Así, la gran masa de personas que ingresó a Chile de forma irregular no les será aplicable la pena accesoria.

Por último, insiste que existe una coherencia histórica de tratar la cancelación de la carta de nacionalidad vía ley, por lo que invita a no penalizar el asunto, y respetar dicha tradición.

El diputado señor Leiva solicita al Ministerio del Interior clarificar, a través de informe, que tan explícito o concreto es que hecho de que sentencias condenatorias extranjeras no puedan considerarse para configurar agravante. Entiende que existe más bien un tema interpretativo, donde la mayoría de la doctrina estaría a favor, pero sigue siendo un tema interpretativo. 

También solicita al Ministerio del Interior que esta sentencia condenatoria también se pueda considerar para no calificarlo como una atenuante, habida consideración de que las normas son de derecho estricto.

El diputado señor Longton expresa dudas, porque el Código Penal, en el delito de usura (artículo 472) indica que el condenado, cuando ex extranjero, será expulsado del país y se le cancelará su nacionalización. 

Frente a texto expreso, queda sentado que ya existe, en sede penal, la cancelación de la nacionalización a extranjeros. Así, no se trata de criminalizar esta materia, sino darle coherencia a nuestro ordenamiento jurídico. 

Si el Ejecutivo insiste en regular la pérdida de nacionalidad en sede administrativa, tendremos dos regulaciones, una penal y otra administrativa, equivalentes, y que generarán un problema.

Por último, recuerda que existe un proyecto de la bancada de Renovación Nacional, ingresado desde hace seis meses atrás, y que forman parte de un paquete de proyectos, y que tiene por objeto “facultar controles de identidad preventivos con registros en pasos fronterizos o en una extensión en zonas fronterizas a una profundidad de diez kilómetros contada desde la frontera terrestre”.

Sabe que esta es una materia que está dentro del compromiso de los 31 proyectos que el Ejecutivo debe presentar. Habida consideración de lo ocurrido con el proyecto que ahora tramitamos, que es similar al proyecto que también habíamos presentado hace meses atrás, invita al Gobierno a considerar el boletín individualizado, para efectos de evitar repetir la historia.

El diputado señor Benavente indica que, sin ser experto en la materia, el reconocimiento de una sentencia extranjera necesariamente debe pasar por trámite de exequatur ante la Corte Suprema, que hoy es el único mecanismo en Chile que le puede otorgar validez a una sentencia extranjera. 

Considerando aquello, la idea de proyecto sería simplificar al proceso, sin necesidad de exequatur ni de apostillar los documentos. Por eso, quiere saber si en los casos es que se ha reconocido la validez de una sentencia extranjera se ha utilizado el trámite de exequatur.

El señor Collado, respondiendo a la consulta, refiere no tener antecedentes, pero se compromete a traerlos para una próxima sesión. 

Nicolás Cisternas, abogado de la Defensoría Penal Pública.

Hace llegar a la comisión el saludo del señor Defensor Nacional, quien por motivos de agenda no pudo estar presente el día de hoy.

Respecto de la reincidencia como agravante, ha sido un punto ampliamente discutido por la doctrina. Siendo un fenómeno polémico y criticado, considerándolo como una figura contraria a derecho penal de un Estado Democrático.

La reincidencia se relaciona, comúnmente, al denominado derecho penal de autor, es decir, sancionar a las personas por condiciones propias y por características personas, más que por sus propios actos.

Uno de los elementos que llamó su atención en los fundamentos del proyecto, es la utilización de citas del autor Enrique Cury, uno de los autores que están en contra de este tipo de medidas que promueve el proyecto de ley. 

A modo de ejemplo, en el mismo texto que el proyecto cita, el autor refiere que “(…) la reincidencia, como agravante, no es sino un cuerpo extraño en el derecho penal de culpabilidad, sin otro fundamento que una serie de prejuicios y malentendidos (…). Así pues, es preciso concluir que la reincidencia es una agravante sin fundamentos, que permanece suspendida en el vacío de unas normas positivas injustificables. Por eso, debe ser bienvenido todo cuanto se haga por excluirla de la ley en vigor” (CURY, 2005. p. 507).

Con todo, y considerando la opinión del autor, es cierto que Cury considera que, en materia de reincidencia, deben considerarse también las sentencias extranjeras. Es decir, inclusive para uno de sus mayores opositores, no es discutido el hecho de que la sentencia condenatoria dictada en otro país, es un elemento válido en la configuración de reincidencia. 

Siendo así, la Defensoría no ve como un gran obstáculo en la legislación vigente, el configurar la agravante o la reincidencia cuando se acompaña en el proceso una sentencia condenatoria extranjera, siempre que se acompañe verificada en su contenido y legalidad.

Así también, existes artículos que ya lo regulan, como el artículo 13 del Código Penal y los artículos 242 y 243 del Código de Procedimiento Civil, que también pueden hacer efectiva esta figura para efectos de un juicio.

Por lo mismo, aunque el proyecto de ley viene a zanjar una discusión doctrinal, en la práctica siempre se ha operado de esta forma, por lo que en realidad no lo calificarían como un conflicto interpretativo, por lo que la propuesta del proyecto, en este aspecto, es decir, en su artículo primero, es correcta y no merece observación de forma.

No obstante, existen figuras especialmente conflictivas para los intereses de la Defensoría Penal Pública. A saber:

I. Colaboración internacional:

Dentro de la Comisión ya que ha venido advirtiendo por los propios parlamentarios, es la precaria colaboración en la entrega de la documentación por parte de algunos países que puedan ser requeridos, lo que podría generar problemas de desigualdad en la aplicación de la agravante, porque dependerá ya no de la existencia o inexistencia de esa condena, sino de la buena voluntad y fluides del proceso de entrega de colaboración.

De este modo, pueden existir países en los cuales, en la actualidad o futuro, decidan no colaborar en la entrega de los documentos, sea por razones de índole política, de protección de datos personales de sus nacionales, u otras. Generando así, problemas de desigualdad por países que sí colaboran y los que no, quedando a la suerte y contingencia.

II. Acuerdos internacionales:

Otro concepto problemático es el que encontramos en el artículo 20 bis, en su inciso primero, indica (…) “Asimismo el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.

No sabemos con precisión a que se refieren con esta figura de “acuerdos internacionales”. ¿Bastará un correo electrónico entre dos instituciones que acuerden la entrega de documentación, como sería a través de dos fiscales?

La verdad es que acuerdo internacional puede ser cualquier cosa, debiendo existir estándares mínimos para dar seriedad, transparencia y fe de los antecedentes penales que son enviados a nuestro país.

III. Control de la integridad y la autenticidad de las sentencias extranjeras: 

Un tercer factor, dice relación con el texto de proyecto que indica: “Los antecedentes, documentos y demás medio de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 354 y 354 bis del Código de Procedimiento Civil (…)”.

Considera la Defensoría que es necesario tener un sistema de control de integridad y autenticidad de las sentencias extranjeras. 

A objeto de darle más celeridad al proceso, se propone excluir los trámites de legalización y apostilla, pero dicha omisión de acreditación puede generar problemas, porque son documentos que deben tener un mínimo de respaldo para poder sustentar la fe pública.

Siendo así, se hacen necesarias herramientas para verificar la existencia del documento, la autenticidad y veracidad de su contenido y las firmas que en él aparece. De otra forma, se estaría dando mucha facilidad para dar fe de documento que, inclusive, podrían emanar de los países sin que realmente existan.

Si bien es cierto que la legalización y la apostilla pueden exceder de dichos intereses, consideran que existen otras herramientas como: a) entregar insumos a las partes e intervinientes para controlar su autenticidad; b) ya sea regulando que las copias de ellos sean entregados en la audiencia de preparación de juicio oral, que la solicitud se realice por medio de juzgados de garantía competentes; o c) otorgándole a la defensa la posibilidad de solicitar los antecedentes a las autoridades en cuestión por medio del juez de garantía, no siendo resorte solo del Ministerio Público.

IV. Incorporación de criterio de “pertinencia”.

Por último, cree necesario incorporar un criterio de pertinencia en la valoración del tribunal. Es decir, que el tribunal tenga la posibilidad de poder cotejar si se condicen los tipos penales nacionales y extranjeros, si los bienes jurídicos protegidos son los mismos, si la aplicación es similar o idéntica en cuanto a la naturaleza de “fines políticos” o de otros tipos de fines.

 Daniel Soto Betancourt, asesor de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público.

Indica que, desde el punto de vista del Ministerio Público se enfocan en las sentencias extranjeras en uso de configuración de reincidencia, y les parece relevante que se pueda usar para descartar una irreprochable conducta anterior.

Si bien valoran la moción, estando de acuerdo con su incorporación, tienen que señalar que, al menos como Ministerio Público, su interpretación siempre ha sido que el artículo 13 del Código Procesal Penal les da validez a las sentencias extranjeras, y por consiguiente se pueden utilizar para efecto de reincidencia.

Sin perjuicio de ello, y para evitar conflictos interpretativos, les parece conveniente la incorporación de esta reforma propuesta.

Por otro lado, es relevante hacer presente que para efecto de cooperación internacional los tiempos de tramitación son lentos, y obtener la documentación tardará un tiempo que, generalmente, hace que al momento de la formalización no se tengan los documentos.

Al respecto, el Ministerio Público insta a que los fiscales usen esta herramienta investigativa desde el inicio, para con ello acortar la brecha del tiempo.

Aclaran la forma de operación de la cooperación internacional, la que inicio el 2018 con la suscripción de convenios internacionales en materia de colaboración internacional penal que designaron al Ministerio Público como autoridad central. 

La cancillería se mantiene como autoridad competente para efectos de la extradición.

Por lo anterior, cuando el Ministerio Público requiere solicitar información, se hace directamente en calidad de autoridad competente, lo que permite acortar plazos. 

Hay un caso con Cuba, donde el Ministerio Público no es la autoridad designada, y ahí se pasa por Cancillería.

Sobre los delitos políticos, les parece que pueden revestir cierto grado de complejidad. Se hizo mención a los tratados de extradición, que contienen están cláusulas de exclusión por delitos políticos, pero no es lo mismo que cooperación internacional. Los tratados de cooperación internacional, en su mayoría, no hacen mención a la exclusión de delitos políticos y conexos. 

Cuando es extradición, la situación es distinta, tal y como la describía el diputado Longton, porque un Estado solicita la extradición de un nacional a otro Estado, para iniciar un juzgamiento. 

En caso de la cooperación, la sentencia ya existe, y pasa que un extranjero comete otro delito en Chile, y por tal no se le juzga por un delito cometido en el extranjero.

Finalmente, en relación a lo plateado por la defensa sobre la exigencia de legalización, les parece relevante destacar que actualmente en los tratados de cooperación y asistencia legal mutua, hay norma expresa que se deja exento de toda exigencia de legalización.  A modo de ejemplo, artículo 27 de la convención de ENASO (no escucho bien que dice), señala expresamente que los documentos que se tramiten en conformidad a ella, por las autoridades centrales, estarán dispensados de legalización o autorización. Lo mismo en la convención de cooperación internacional de la unión europea.

Todos estos, en calidad de tratados, son ley para Chile, por lo que no son “peligrosos” como lo plantea la Defensoría. Es más, no es que la información se trasmita de cualquier forma, sino dentro de un procedimiento reglado de asistencia internacional, y que inicia con la solicitud formal de la autoridad central a la otra, con una cadena de envíos.

Esto le da garantía y seriedad, y por ello los tratados internacionales se atreven a incorporar normas de eximición de apostillado y legalización.
-
Sometido a votación en general el proyecto de ley que Modifica el Código Penal con el objeto de considerar la condenas en el extranjero para los efectos de determinar la reincidencia, y dispone la cancelación de nacionalización como pena de crímenes, boletín N° 15.262-07, es aprobado sin mayor debate por unanimidad. Otorgaron su consentimiento, los (as) diputados (as) señores (as) Raúl Leiva (Presidente), Marcos Ilabaca, Camila Flores, Andrés Longton, Luis Sánchez, Leonardo Soto y Gonzalo Winter.

2.- Discusión Particular

Artículo 1

Esta disposición agrega siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 12 del Código Penal:

“Para la concurrencia de las agravantes a que se refieren los números 15 y 16 del inciso anterior, se considerarán también las sentencias firmes dictadas por un tribunal en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, siempre que los hechos en que se funda la condena sean también constitutivos de delito en Chile. Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia cuando se trate de delitos de carácter político o de delitos comunes perseguidos con una finalidad política, ni podrá fundarse en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos. Para considerar si el delito cometido tiene asociada igual o mayor pena se estará a la establecida en la ley chilena.”.

Se presentaron las siguientes indicaciones:
1. Indicación del diputado Andrés Longton: [RETIRADA.]
“Artículo 1°.- Incorpórese al artículo 12 del Código Penal el siguiente inciso segundo nuevo:

“Para la concurrencia de las agravantes a que se refieren los números 15 y 16 del inciso anterior, se considerarán también las sentencias firmes dictadas por un tribunal en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, siempre que los hechos en que se funda la condena sean también constitutivos de delito en Chile. Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia con fundamento en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos. Para considerar si el delito cometido tiene asociada igual o mayor pena se estará a la establecida en la ley chilena.”.”.
Dejo constancia que esta indicación fue retirada por su autor.

2. Indicación diputado Gustavo Benavente, y que también suscribe el diputado Andrés Longton y la diputada Pamela Jiles:

En el artículo 1° del proyecto de ley, para sustituir la frase “Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia cuando se trate de delitos de carácter político o de delitos comunes perseguidos con una finalidad política, ni podrá fundarse en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos” por “Sin embargo, la reincidencia no podrá fundarse en aquellas penas que la ley impida tomar en cuenta para estos efectos”.
3. Indicación del diputado Luis Fernando Sánchez:
Al artículo único, para suprimir la expresión “Sin embargo, no podrá aplicarse reincidencia cuando se trate de delitos de carácter político o de delitos comunes perseguidos con una finalidad política, ni podrá fundarse en aquellas penas que la ley extranjera o chilena impida tomar en cuenta para estos efectos”.
· Debate sobre las indicaciones 1, 2 y 3:

El diputado señor Longton, considerando las tres indicaciones ingresadas, cree que la más adecuada es la del diputado señor Benavente, porque es más genérica. A diferencia del proyecto del Ejecutivo, que establece que inclusive no se considere la reincidencia cuando el delito no sea punible en el país de origen, esta indicación la restringe sólo a cuando el delito no sea punible en Chile, siendo el criterio que comparte.

Además, en las tres indicaciones, se elimina la excepción por delitos políticos o con finalidad política, aspecto muy criticado durante el debate.

Siendo así, hace retiro de su indicación y suscribe la del diputado Benavente.


La diputada señora Jiles informa que suscribe indicación del diputado Benevente.


El señor Collado, estima que el Ejecutivo está por el rechazo de la indicación, porque no considera a los delitos, remitiéndose solo a las penas. Al respecto, recuerda que el Código de Bustamante indica que “ciertos delitos” no podrán ser objeto de extradición, por lo que cree que, de aprobarse, podría contradecirse con la normativa existente.


La señora Cañas, Subsecretaria de Prevención del Delito Subrogante, comparte la postura del asesor del Ministerio del Interior, siendo necesario modificar el concepto “pena” por “delito”, siendo así consistente con la legislación existente o, al menos, incorporar el vocablo “delitos”.


El diputado señor Sánchez expresa dudas sobre la indicación, porque desconoce las circunstancias en que el Código Penal establece que la pena no puede ser tomada en consideración como reincidencia, y le gustaría que alguno de los invitados pudiese ilustrarlos. Teme. porque el proyecto no tenga eficacia práctica.


El señor Collado ejemplifica casos en que la pena este prescrita o se impone pena a menor de edad en Argentina, donde se impide la reincidencia en esas hipótesis.


El diputado señor Sánchez, respecto a la prescripción, imagina que lo hace en los casos en que se comete un delito y la acción penal precluye o prescribe. Ahora, si no es eso, solicita aclararlo.


En respuesta, el señor Collado indica que se trata de prescripción de la pena.


El señor Cisterna de la Defensoría Penal Pública entiende que la consulta es sobre prescripción de la reincidencia, que es distinta a la prescripción de la pena y de la acción penal. 


Sobre la prescripción de la reincidencia se habla en el artículo 104 del Código Penal
 y a juicio de esta Defensoría, la voz relativa a incluir el efecto de leyes extranjeras, es a no tener contradicciones entre la normativa nacional y extranjera.


El ejemplo otorgado sobre reincidencia en menores de edad en Argentina, o respecto de delitos cuya reincidencia prescriba en un tiempo menor, son casos en donde exista contradicción entre la normativa extranjera y nacional, dando pie a un conflicto con el principio de legalidad, porque el sujeto, al momento de cometer el delito, tenía en consideración esas reglas.


Luego, las denominadas reglas del juego se modificarían sin que el sujeto pueda tener en consideración dichos elementos, sin noción de las consecuencias de la comisión de un nuevo delito en territorio nacional para efectos de la reincidencia.


El señor Collado, complementando, afirma que se refieren a la prescripción de la pena. Insisten en incorporar la frase “delitos” a la indicación del señor Benavente, porque además el proyecto del ejecutivo considera a los delitos en una parte previa, y al ser eliminada, solo estarían las penas consideradas, en circunstancias donde la prescripción de la pena no alcanza a incorporar la cantidad de figuras que si incorporaba originalmente.  


El señor Antonio Segovia del Ministerio Público refiere que están de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, porque la norma es valiosa. Ahora, en lo específico, tienen dos consideraciones.


En primer lugar, si se revisa la norma de reincidencia, especialmente la existente en la ley N° 20.000 y en el tráfico de personas, no hay referencia a normativa extranjera. Entiende la fundamentación que hace el Ejecutivo, pero hay que separar la extradición de la consideración de sentencias extranjeras para configurar agravantes.


La extradición se rige por normas distintas, especiales. Por tanto, una redacción más sencilla sería más apropiada.


El diputado señor Sánchez agradece las aclaraciones y entiende que la circunstancias que el Ejecutivo consideró para esta idea, guarda relación con otros casos en particular y cree que se está estableciendo una norma vaga, teniendo presente por parte del Ejecutivo solo dos casos, uno de legislación extranjera y otro nacional.


Manifiesta no estar de acuerdo con atar la normativa nacional con la extranjera. Cuando una persona viaja a otro país, debe tener cierto conocimiento de la normativa existente en ese país, sabiendo lo que puede o no puede hacer. 


Cree que, cuando se va a vivir a otro país, uno tiene que acatar las reglas de ese territorio. En caso de reincidencia, si los delitos que cometió en su país de origen, lo afectan en el nuevo territorio, entonces debe hacerse responsable.


Lo que aún no le queda claro es si el proyecto resuelve algo o basta con la legislación penal vigente.


El diputado señor Ilabaca cree que la segunda parte del inciso primero del artículo primero del proyecto del Ejecutivo, que hace referencia a la ley extranjera, trae una serie de inconvenientes interpretativos, obligando a los tribunales a discutir la materia. En ese sentido, comparte la indicación del diputado Sánchez en orden a suprimirla.


La agravante es una discusión importante en los juicios y cree que hubiese sido más fácil establecer una prohibición de atenuante, es decir, imposibilidad de aplicar el artículo 11 numero 6, por no configuración de irreprochable conducta anterior.


El señor Collado, al respecto, aclara que es distinto la irreprochable conducta anterior y la reincidencia, con efectos distintos. Lo que se busca es establecer una reincidencia internacional.


Es probable que el reconocimiento de sentencias anteriores tenga igual efecto en la irreprochable conducta anterior.


La diputada señora Jiles solicita votar primero a indicación del diputado Sánchez, pero no fue acogida su propuesta.

· Sometida a votación la indicación 2 del diputado señor Benavente, fue  RECHAZADA por mayoría. Votaron a favor el diputado señor Jorge Alessandri y Andrés Longton. En contra, los diputados Raúl Leiva (Presidente), Marcos Ilabaca, Luis Sánchez, Gonzalo Winter y las diputadas Pamela Jiles y Catalina Pérez. (2-6-0).
Sometida a votación la indicación 3 del diputado señor Sánchez, fue APROBADA por mayoría. Por la afirmativa, los diputados señores Jorge Alessandri, Gustavo Benavente, Marcos Ilabaca, Pamela Jiles, Andrés Longton, Catalina Pérez, Luis Sánchez y Raúl Leiva (Presidente). (8-0-1).
4. Indicación del diputado Longton: [DECLARA INADMISIBLE.]
Al artículo 1°, para incorporar los siguientes numerales 2) y 3) nuevos, pasando la modificación al artículo 12 del Código Penal contenida en el actual artículo 1 a ser numeral 1):

2) Incorpórese a la escala general de penas del artículo 21, en las penas de crímenes, la siguiente: “Cancelación de la carta de nacionalización.”.

El diputado señor Leiva estima que, con la indicación, se modifica la escala de penas del artículo 21, lo que se aleja de la idea matriz, procediendo a declararla inadmisible, conforme a lo prescrito en el artículo 24 de la ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El diputado señor Sánchez, al respecto, solicitar al menos darle una vuelta al contenido de la propuesta. Cree relevante la sanción que establece, pero está de acuerdo con la idea de que incorporarlo al artículo 21 puede traer consigo conflictos de proporcionalidad de pena. Con todo, sí sería conveniente mantener la sanción como una de orden administrativo en la ley de migraciones.

Reitera que la idea de fondo es totalmente razonable y es lo demandado por los chilenos. La idea es que la migración sirva como un medio para que vengan personas a Chile a aportar y no a generar daño. 

En ese sentido, si se otorga una carta de nacionalidad a una persona, bajo el supuesto de que son un aporte para el país y cometen delitos, le parece justo aplicar esta sanción propuesta. Agrega que no es muy diferente a lo que pasa con la nacionalidad por gracia, que se les ha otorgado a personas condenadas por la comisión de delitos, por lo que no es muy extraño que pueda ser removido.

A propósito, recuerda el caso del sacerdote John Joseph Reilly, donde recientemente el Senado revocó su nacionalidad.

El diputado señor Leiva coincide con el diputado Sánchez de que la sanción debe ser vía administrativa. Con todo, el fundamento de la inadmisibilidad dice relación con el fondo y no la forma, porque se está imponiendo una pena nueva, y ninguna de las ideas matrices del proyecto, a pesar de estar refundidos, indica aquello.

El diputado señor Longton reclama la decisión del Presidente, considerando que su indicación es admisible. Al respecto, funda que la idea matriz del proyecto es el reconocimiento de sentencia extranjera para efectos de la reincidencia y su indicación establece una pena accesoria a aquella.

Al contrario, y apoyando la declaración de inadmisibilidad del señor Presidente, el diputado señor Winter indica que el proyecto que se discute no crea delitos, como tampoco plantea una innovación relevante de como la reincidencia se aplica en el sistema, sino que se limita a hacer una aclaración para el buen uso de las reglas existentes en el derecho penal. 

La indicación del diputado Longton excede de ese cometido, porque modifica el sistema o escala de penas, siendo más relevante y profundo que este proyecto, digno de discusión en el proyecto de reforma al Código Penal.

· Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad de la indicación del señor Longton, es APROBADA por mayoría. Votaron a favor de la posición de la presidencia, los señores Gustavo Benavente, Marcos Ilabaca, Catalina Pérez, Leonardo Soto, Gonzalo Winter y Raúl Leiva (Presidente). En contra, los diputados Jorge Alessandri, Andrés Longton y Luis Sánchez (5-3-0).  En consecuencia, se declara INADMISIBLE.

5. Indicación del diputado Andrés Longton: [DECLARADA INADMISIBLE]
Al artículo 1°, para incorporar los siguientes numerales 2) y 3) nuevos, pasando la modificación al artículo 12 del Código Penal contenida en el actual artículo 1 a ser numeral 1):

3) Incorpórese el siguiente artículo 36 bis nuevo:  

“Art. 36 bis. La cancelación de la carta de nacionalización procede respecto de aquellos extranjeros que, habiéndola obtenido, fueren condenados por delitos sancionados con pena de crimen. En estos casos se procederá a la expulsión después de cumplida la pena.”.


El diputado señor Leiva (Presidente), expresa que habida consideración de haber declarado inadmisible la indicación que le precede y siendo ambas vinculantes, procede a declararla como INADMISIBLE.

ARTÍCULO 2
Este precepto tiene por finalidad agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 20 bis del Código Procesal Penal:

“Asimismo el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.
Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 345 y 345bis del Código de Procedimiento Civil, independientemente de lo que resuelva el tribunal competente con posterioridad sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que aquel le asigne.”.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:
Indicación del diputado Andrés Longton, para sustituir el artículo segundo, por uno nuevo, del siguiente tenor: [DECLARADA INADMISIBLE.]
“Artículo 2°: Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1. Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 20 bis: 

“Asimismo el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.

Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 345 y 345 bis del Código de Procedimiento Civil, independientemente de lo que resuelva el tribunal competente con posterioridad sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio que aquel le asigne.”

2. Incorpórase el siguiente inciso cuarto en el artículo 132, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final:
“El plazo señalado en el inciso anterior podrá ser ampliado por el juez de garantía hasta por el término de cinco días, cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para la determinación de la identidad del imputado o con el objeto de conocer los antecedentes penales tratándose de un imputado extranjero. El juez se pronunciará de inmediato sobre dicha petición, que podrá ser formulada y resuelta de conformidad con lo prevenido en el artículo 9º. Para acceder a esta solicitud el juez de garantía tendrá en especial consideración la necesidad de realizar actuaciones o indagatorias en el extranjero de conformidad con lo establecido en el artículo 180.”.
3. Intercálase el siguiente inciso sexto en el artículo 140, pasando el actual inciso sexto a ser inciso final: 

“Se entenderá que existe peligro de fuga del imputado cuando se desconociere su identidad o éste careciere de documentos de identidad que den cuenta de manera fidedigna de la misma, se negare a entregar dicha documentación o utilizare documentos falsos o adulterados.”.

El diputado señor Leiva estima que la primera parte, el numeral primero, de la indicación del diputado Longton es el mismo texto que el propuesto por el Ejecutivo, por lo que a su juicio no cumple con los requisitos para ser considerado una indicación. 


Consultado, el señor abogado Secretario, aclara que la indicación es sustitutiva, considerando tres numerales, los que deberían ser votados o declarados inadmisibles de forma conjunta, dando sentido a la indicación.


El diputado señor Leiva (Presidente) cree que la segunda parte de la indicación pretende ingresar, en este proyecto, el denominado “criterio Valencia”, cuestión que ya fue tratado en otro proyecto y en otra comisión, a saber, el boletín N° 15.284, y por consiguiente se pretende incorporar un articulado distinto y alejado de la idea matriz de ambos proyectos refundidos.


Siendo así, declara INADMISIBLE la indicación conforme al artículo 24 de la ley 18.918.


El diputado señor Longton hace reclamo de la resolución de inadmisibilidad, toda vez que, aunque es verdad que existe un proyecto que versa sobre esta materia, y que no ha sido puesto en tabla de la Sala por razones políticas, se ha visto entrampado, como pasó con el proyecto de ley Rain Retamal y la ley de migraciones, este último esperando por más de 7 meses a ser puesto en la tabla.


Ahora, cree que este proyecto si comparte la misma idea matriz, porque el proyecto refundido si considera una pena de pérdida de nacionalidad, siendo posible que se encuadre dentro de esa idea matriz, ya que propone un mecanismo procedimental para la salida del país de extranjeros indocumentados, debiendo los tribunales establecer una medida preventiva de privación de libertad, ampliando el plazo de detención.


El diputado señor Winter, argumentando a favor de la inadmisibilidad de la indicación, refiere que el diputado Longton esgrime como fundamento el hecho de que existe otro proyecto de ley, que impone lo mismo, pero que no se ha puesto en tabla, cuestión que no viene al caso.


En segundo lugar, la idea matriz de ninguno de los proyectos está el establecimiento de penas.


El diputado señor Leiva, dando lectura al texto del Ejecutivo, indica que dentro de sus objetivos es establecer la validez de las sentencias condenatorias firmes dictadas en el extranjero. Para ello, se incorpora un artículo 12 del Código Penal un inciso final que permita hacer efectiva dicha validez de sentencias extranjeras, como fundamento de la circunstancia agravante de reincidencia. 


Agrega que, atendida estas consideraciones específicas, se propone incorporar una norma similar en el artículo 20 bis del Código Procesal Penal. 


Por otro lado, el boletín N° 15.262-07 comparte el reconocimiento de sentencias extranjeras, y además agrega la cancelación de nacionalidad como pena de crimen. 


Considerando ambas ideas matrices, sostiene que la indicación que ahora se discute se aleja de ellas.


La diputada señora Jiles reitera su solicitud, porque cree que se dio lectura a la idea matriz de ambos proyectos, pero cuando se refunden proyectos es porque comparten la misma idea matriz, y se funden en una sola. En este caso, entiende que la idea matriz del mensaje es la mandante, porque incluye a la idea matriz del proyecto del diputado Longton, siendo lo mandante aquella idea matriz que contiene a la otra. 


Sin embargo, el presidente lee no solo la idea matriz, sino su justificación. Siendo entonces, necesario leer la fundamentación de proyecto del señor Longton.


Al respecto, el Presidente señor Leiva indica que en su acápite letra I del proyecto, indica que su objeto es permitir a los tribunales considerar para la calificación de reincidencia a las sentencias extranjeras condenatorias, como también la imposición de la pena accesoria de cancelación de nacionalidad.


Considerando aquello, mantiene su posición sobre la inadmisibilidad.


El diputado señor Alessandri, en su experiencia, cuando se refunden, ninguna idea matriz manda a la otra, y se refunden completa. 


El diputado señor Leiva aclara, nuevamente, que el “criterio valencia” no se encuentra presente en ninguna de las ideas matrices de los proyectos refundidos. Siendo así, inclusive en una interpretación extensiva, esta indicación se aparta de la idea matriz de ambos proyectos.


El diputado señor Benavente no entiende porque el Presidente la declara inadmisible, porque a su juicio, es coherente con la idea matriz del proyecto del señor Longton que impone una pena. 


Al fusionarse un proyecto con otro, dejan de ser considerados de forma individual, pasando a ser un tercer proyecto nuevo, por así decirlo, que reúne ambas ideas matrices.  Ya que el Secretario indico que tiene preponderancia el proyecto más antiguo, cree que se está dejando sin efecto, de un plumazo, el proyecto del diputado Longton.


El diputado señor Leiva (Presidente) reitera su fundamento, aclarando por tercera vez el punto, indicando que, aun considerando ambas ideas matrices, el criterio valencia no tiene nada que ver con esas ideas matrices.

· Sometida a votación la inadmisibilidad declarada por el señor Presidente, es APROBADA por mayoría. Votaron a favor de la inadmisibilidad, los diputados señores Marcos Ilabaca, Pamela Jiles, Catalina Pérez, Leonardo Soto, Gonzalo Winter y Raúl Leiva (Presidente). En contra, los diputados señores Jorge Alessandri, Gustavo Benavente y Andrés Longton (6-4-0). En consecuencia, se ratifica la declaración de inadmisibilidad de la indicación del diputado señor Longton.

· Sometido a votación el artículo segundo del proyecto en su forma original, contenido en mensaje, es APROBADO por unanimidad. Otorgaron su consentimiento, los diputados señores Jorge Alessandri, Gustavo Benavente, Marcos Ilabaca, Pamela Jiles, Andrés Longton, Catalina Pérez, Luis Sánchez, Leonardo Soto, Gonzalo Winter y Raúl Leiva (Presidente) (10-0-0).

III.- DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN

Dejo constancia que en la sesión 100 de fecha 30 de mayo de 2023, la Comisión acordó solicitar a la Corte Suprema su opinión sobre el mensaje contenido en el boletín N° 15.892-07, oficio 61-2023. A la fecha de emisión de este informe, aún no se recibe respuesta de ese poder del Estado. 
Del mismo modo, certifico que en la discusión general se escucharon a los siguientes invitados:

•
Eduardo Vergara Bolbaran, Subsecretario de Prevención del Delito.

•
Tomás Humud, asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

•
Antonio Segovia Arancibia, Director de la Unidad de Cooperaciones Internacionales y Extradiciones.

•
Maria Ester Torres, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

•
Maria Cecilia Cáceres, Embajadora Directora General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

•
María del Pilar Vives, abogada de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

•
Rafael Collado, Coordinador Jurídico del Gabinete de la Ministra del Interior.

•
Nicolás Cisternas, abogado de la Defensoría Penal Pública.

•
Daniel Soto Betancourt, asesor de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público.
IV.- TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN
Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, el cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 12 del Código Penal:


“Para la concurrencia de las agravantes a que se refieren los números 15 y 16 del inciso anterior, se considerarán también las sentencias firmes dictadas por un tribunal extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida, siempre que los hechos en que se funda la condena sean también constitutivos de delito en Chile. Para considerar si el delito cometido tiene asociada igual o mayor pena se estará a la establecida en la ley chilena.”.


Artículo 2.- Agréganse  los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 20 bis de la ley N° 19.696 que Establece Código Procesal Penal:


“Asimismo, el Ministerio Público podrá requerir directamente información y cooperación a dichas autoridades, de acuerdo con lo pactado en convenciones, tratados o acuerdos internacionales.


Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos de conformidad a este artículo no requerirán del trámite de legalización o apostilla a que hacen referencia los artículos 247, 345 y 345 bis del Código de Procedimiento Civil, independientemente de lo que resuelva el tribunal competente con posterioridad sobre su incorporación al juicio o el mérito probatorio que aquel le asigne.”.”.
*****
Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2023.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 30 de mayo, 6 y 13 de junio de 2023 con la asistencia de las diputadas y los diputados Jorge Alessandri, Gustavo Benavente, Miguel Ángel Calisto, Karol Cariola, Camila Flores, Marcos Ilabaca, Pamela Jiles, Raúl Leiva, Andrés Longton, Catalina Pérez, Luis Fernando Sánchez, Leonardo Soto, y Gonzalo Winter. 

MATHIAS CLAUDIUS LINDHORST FERNÁNDEZ

Abogado Secretario de la Comisión
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� ART. 104.    Las circunstancias agravantes comprendidas en los núms. 15 y 16 del art. 12, no se tomarán en cuenta tratándose de crímenes, después de diez años, a contar desde la fecha en que tuvo lugar el hecho, ni después de cinco, en los casos de simples delitos.





